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Nuevas ideas, prácticas, políticas y enfoques de las teorías del desarrollo están 
surgiendo en la discusión sobre la necesidad de repensar el papel del Estado en el siglo 
XXI. La crisis financiera mundial de 2008 impactó en el debate provocando cierto 
escepticismo hacia las principales recomendaciones de política "más mercado y menos 
Estado", abriendo el camino a la reconsideración del rol del Estado en los procesos de 
desarrollo, replanteando algunas preguntas que parecían haberse cerrado en la década 
del ‘90 (Wade 2010, Stubbs 2011; UNCTAD, 2011).  
El nuevo contexto internacional está caracterizado por una economía fuertemente 
globalizada, en el marco de la desregulación del capital, una nueva revolución 
tecnológica (“bio”, “info” y “nano”) y una transformación más profunda en la gestión 
organizacional y la gestión del conocimiento. Asimismo, la nueva gobernanza global 
(Búrca, Keohane y Sabel, 2013) presenta un balance de poder incierto, con países 
emergentes como Brasil, Rusia, India y China desafiando la hegemonía estadounidense 
y fuertes debates teóricos y políticos que enfatizan las críticas al modelo neo-liberal 
(Stubbs, 2011; Wade, 2010; Cammack, 2011).  
En este escenario emerge un nuevo paradigma de desarrollo alternativo centrado en el 
capital humano. El enfoque de las capacidades  Amartya Sen (1999) aportó las bases 
filosóficas de este giro, retomando el trabajo de muchos pensadores influyentes. Por su 
parte, la discusión actual sobre crecimiento económico, así como los trabajos empíricos 
en ese terreno, subrayan el importante papel del capital humano como motor de la 
dinámica de crecimiento de las economías. Asimismo, diversos autores han subrayado 
la importancia de una distribución relativamente equitativa de los ingresos para el 
crecimiento económico (Alesina y Rodrik 1994, Bardhan y Gathak 1999, Engerman y 
Sokoloff, 2002, Sokoloff y Zolt, 2006).  
Estas transformaciones nos plantean una serie de interrogantes: ¿cuál es el futuro del 
Estado? ¿Un Estado desarrollista? ¿Hay espacio para un modelo de ese tipo en estos 
tiempos de creciente globalización y desregulación financiera? ¿Todas las sociedades 
pueden potencialmente beneficiarse de él? ¿Qué espacio hay para esa alternativa en 
América Latina?. 
Diferentes teorías y orientaciones políticas e ideológicas se han ocupado de identificar 
qué tipo de Estado y qué arreglos institucionales promuevan su desarrollo, en el siglo 
XX. Investigaciones previas realizadas por Johnson (1982), Evans (1995), Wade 
(1990), Amsden (1989) han planteado la relevancia del Estado desarrollista y han 
demostrado la importancia de un servicio civil weberiano y la relevancia de algún 
organismo clave encargado de coordinar y conducir una política de largo en pro del 
desarrollo.  
En la actualidad un gran número de investigaciones en economía y ciencia política 
abogan por la importancia de la capacidad del Estado para la prosperidad económica y 
el desarrollo social. Sin embargo, parece que todavía tenemos que explicar la esencia de 
ese desafío y qué tipo de reformas se deben adoptar. Como señala Ostrom (2010) es 
tiempo de dejar atrás la dicotomía simplista entre Estado – mercado y construir un 
marco alternativo que permite identificar los elementos y las características del nuevo 
Estado desarrollista, considerando el cambio de paradigma que está ocurriendo. 
Con este objetivo, en primer término, se analizan los dos paradigmas ordenadores de la 
discusión sobre el papel del Estado en los procesos de desarrollo (el modelo neoliberal y 
el modelo desarrollista), a la luz de nuevos enfoques teóricos provenientes de diversas 
disciplinas diversas.  En segundo lugar, se esbozan algunas experiencias para entender 
cómo y por qué algunos países en los que el Estado ha desempeñado un papel central 
han logrado responder a los desafíos del nuevo milenio, especialmente los casos de los 
países nórdicos y del sudeste asiático. Desde luego, estas experiencias ocurren en un 
espacio y tiempo determinado cuyas condiciones no pueden replicarse en otros 
contextos. Sin embargo, eso no significa que su análisis no sea útil para pensar nuestros 
propios desafíos. Se trata de estudiar prácticas políticas concretas para problematizar el 
rol del Estado en un nuevo contexto histórico, ampliar nuestros horizontes y construir 
conclusiones académicas más robustas y propuestas de política más potentes. En tercer 
lugar, se sugieren las lecciones que debemos considerar si queremos construir una 
nueva teoría y práctica del Estado en América Latina, fortaleciendo una discusión  sobre 
el rol del Estado para lograr un desarrollo sostenible (económico, social, ambiental y 







Estado y Desarrollo: dos paradigmas para ordenar la discusión 
 
El Estado desarrollista 
 
En las últimas tres décadas, la discusión sobre el papel del Estado en el proceso de 
desarrollo se ha bifurcado en dos paradigmas. Por un lado, el paradigma neoliberal que 
se ha constituido la visión dominante sobre la estrategia económica, tanto en los 
principales Estados occidentales (sobre todo EE.UU. y Gran Bretaña) como en las 
instituciones financieras internacionales como el Banco Mundial (BM) y el Fondo 
Monetario Internacional (FMI) (Wade 2010, 2-3, Stubbs, 2011).  Por otro lado, el 
paradigma del modelo de Estado desarrollista que se basó en las experiencias de los 
países del sudeste asiático. 
 
La literatura sobre el Estado desarrollista
1
 ha intentado explicar el rápido crecimiento de 
los países del sudeste asiático en los años 60 y 70 y discutir si es posible encontrar un 
cierto grado de consenso en lo que refiere al Estado como piedra angular de este notable 
éxito económico (Amsden 1989, Johnson 1982, Evans 1995, Woo-Cummings 1999, 
Wade 1990, Leftwich 1995, Chang 1999).  
 
Los Estados desarrollistas han sido caracterizados como Estados con capacidad 
estratégica que lograron definir un modelo de inserción internacional basados en un 
fuerte consenso político (crecimiento económico considerado como una prioridad de 
interés nacional), a través de las agencias del gobierno (o un organismo clave), con una 
burocracia altamente cualificada de extracción meritocrática. Estas agencias tuvieron la 
capacidad de coordinar y conducir los esfuerzos de política a largo plazo hacia el 
desarrollo, con una gran capacidad para establecer alianzas con los sectores productivos 
a través de un conjunto de redes formales e informales (consejos deliberativos, grupos 
de estudios de políticas, etc.). Asimismo, estos espacios facilitaron información 
relevante y procesos de aprendizaje interactivo para elaborar e implementar políticas 
ajustadas a los contextos nacionales (Amsden, 1989; Wade, 1990; Chang, 1999).   
 
Evans (1995) sugiere que el Estado desarrollista fue especialmente favorecido por un 
aislamiento burocrático weberiano con una intensa conexión con el capital industrial. 
Esta combinación aparentemente contradictoria de coherencia corporativa y la 
articulación con el sector industrial, que él llamó "autonomía enraizada", fue lo que 
proporcionó la base estructural subyacente para la intervención del Estado con éxito en 
la transformación industrial.  
 
Johnson (1982) argumenta asimismo que el Estado actuó no sólo como agente central 
de la planificación estratégica del desarrollo, sino también en el control de las 
divisas para alentar el crecimiento de un número reducido de grandes conglomerados en 
sectores estratégicos elegidos, con una gran inversión en la última tecnología. Por su 
parte, Chang (2012) resalta que el éxito de los países asiáticos se debió a una estructura 
flexible que permitió poner en práctica diferentes políticas y cambiar tan pronto como 
sea posible ante un cambio de las condiciones del contexto. Es por ello que resalta la 
capacidad de estos países de integrar políticas de educación, con políticas industriales y 
comerciales; efectivos subsidios al sector privado en I+D; inversiones públicas en áreas 
centrales; regulación de licencias tecnológicas; regulación de inversiones extranjeras 
para maximizar en tecnologías.  En todos estos casos, el papel estratégico del Estado 
transformó la estructura de la industria nacional y la hizo competitiva a nivel 
internacional agregando valor. 
 
Sin embargo, hay otras lecciones que deben tenerse en cuenta del Estado Desarrollista 
Asiático. Como suele hacerse, y con razón, mucho hincapié en la política industrial, no 
se ha visualizado el rol de las políticas sociales y el proceso de reducción de las 
desigualdades. En otras palabras, como señala Evans (2007) la fascinación con la 
industrialización ha distraído la atención sobre la importancia de la expansión de la 
capacidad humana en el éxito de los países del sudeste asiático. Estos países fueron 
pioneros en la inversión en capital humano y el éxito inicial del desarrollo económico 
estuvo estrechamente relacionado con la movilidad social favorecida por la reforma 
agraria (Kwon 2005). Por otra parte, aunque los gobiernos introdujeron con un alcance 
mínimo los programas de política social, fueron capaces de reducir la pobreza de 
manera efectiva y en etapas sucesivas. Es así que mediante la movilización y la 
coordinación de las diversas instituciones responsables de las políticas económicas y las 
políticas sociales se logro reducir la pobreza y ampliar la protección social. Por lo tanto, 
la política social resultó fundamental en la estrategia general de desarrollo económico. 
 
 
El Estado neoliberal 
 
La caída del muro de Berlín, el colapso de la Unión Soviética y los límites del Estado de 
Bienestar dieron paso al triunfo del capitalismo y la consolidación del modelo de 
desarrollo neoliberal. De esta manera, el mercado parecía ser el único mecanismo con la 
capacidad de canalizar los diferentes intereses dentro de una sociedad con el fin de 
garantizar el crecimiento económico y la movilidad social. Es así que el “Consenso de 
Washington” (Williamson, 1990) que resume las principales medidas del modelo 
neoliberal se aplicaron ampliamente en diversos contextos institucionales y económicos, 
en América Latina como en Europa del Este como en Asia Oriental: estabilidad 
macroeconómica, liberalización financiera y comercial, apertura de las economías a la 
inversión extranjera, privatización, desregulación y la protección de las empresas 
multinacionales. 
 
Sin embargo, hacia mediados de la década de los 90 se produjo un punto de inflexión en 
el debate internacional que parecería marcar un retroceso del paradigma neoliberal. El 
pobre desempeño económico de los países en desarrollo y, especialmente de América 
Latina, con altos niveles de pobreza y la desigualdad provocados por el modelo 
neoliberal condujo a nuevas ideas sobre el replanteamiento del papel del Estado. Los 
nuevos paradigmas institucionalistas y, sobre todo, el crecimiento sostenido de los 
países asiáticos, han demostrado que una economía de mercado necesita instituciones 
eficaces con el fin de optimizar el rendimiento económico. Además, los estudios 
realizados por el propio Banco Mundial, con base en los aportes teóricos de Joseph 
Stiglitz - su vicepresidente en el momento - sugieren la necesidad de mejorar las 
capacidades de los Estados con el fin de construir una sólida economía de mercado.  
 
En este contexto, el Informe del Banco Mundial de 1997 "El Estado en un mundo en 
cambio" marcó un hito cuando se planteó la reforma del Estado como un elemento clave 
en la nueva agenda para el desarrollo. Este informe destacó la importancia vital de las 
instituciones gubernamentales y la estabilidad política con el fin de lograr el desarrollo 
económico en el largo plazo y, en particular, para llevar a cabo una regulación 
satisfactoria de los mercados. Se planteaba la necesidad de un Estado eficaz para 
proporcionar los bienes y servicios - y las normas e instituciones - que permiten que los 
mercados prosperen y  mejoren el nivel de vida. Por lo tanto, en la nueva perspectiva del 
Banco Mundial, el Estado se torna fundamental para el desarrollo económico y social, 
no como un proveedor directo de servicios, sino como un socio, catalizador y facilitador 
(Zurbriggen, 2007).  
 
Este enfoque dio un paso adelante significativo en comparación con los modelos 
neoliberales ortodoxos de desarrollo al reconocer el papel explícito de las instituciones 
en el desarrollo económico. Sin embargo, este modelo de Estado es muy diferente al  
Estado desarrollista: requiere la intervención del Estado para orientar, facilitar y  regular 
la economía y el dinamismo de las fuerzas del mercado global, al mismo tiempo que 
limitar la corrupción.  Esto lleva a un mandato estatal basado en un doble enfoque o en 
dos tipos de gobernanza y practica de políticas: en el servicio (mercado) basado en 
modelos de Nueva Gerencia Pública y la rendición de cuentas (jerárquico) (Stubbs, 
2005). 
 
Como señala Wade (2010) algunos declaraciones de actores globales influyentes son 
expresiones de la persistencia del modelo neoliberal a pesar de sus inflexiones: "Una 
nación que abre su economía y mantiene el papel del gobierno al mínimo experimenta 
invariablemente más rápido crecimiento económico y aumento de los ingresos" 
(consenso en el Foro Económico Mundial, 2002, Nueva York Times, 09 de febrero 
2002, p.1)."Las restricciones para el acceso a la inversión extranjera sólo debe aplicarse 
a los casos excepcionales en los que la seguridad de las nacionales está en juego" (G8, 
junio de 2007). Así, en influyentes círculos de los países centrales la retórica del modelo 
neoliberal continúa gozando de buena salud. 
 
Nuevas miradas sobre viejos problemas 
Coaliciones desarrollistas y neoliberales frente a la crisis de 2008 
 
Uno de los mayores impactos al paradigma neoliberal estuvo determinado por la crisis 
financiera mundial de 2008 que demostró las dificultades para subordinar al capital 
financiero internacional a las agendas de desarrollo nacional. Esta crítica situación llevó 
a la reconfiguración de la gobernanza global. Una consecuencia relevante fue la 
desaparición del G- 7 como el foco principal de la coordinación de la política 
económica mundial y su sustitución por el G- 20, incluye a países emergentes como 
Brasil , China e India, que reconoce como un nuevo grupo de actores económicos 
globales. En este contexto, se planteó el debate internacional sobre la política industrial 
y las políticas sociales, pero fundamentalmente sobre el retorno del Estado desarrollista 
(UCNTAD 2011).  
 
Por lo tanto, la lucha no es sólo acerca de los poderes económicos y políticos, sino 
también por la competencia global de ideas y modelos. Como señala Stubbs (2011), la 
Gran Recesión ha tenido un profundo efecto en el Este de Asia y en la batalla entre las 
coaliciones desarrollista ejemplificadas y las coaliciones neoliberales. Significó un duro 
golpe a la reputación de EE.UU como modelo a seguir (Krugman 2010) y como centro 
principal de producción de conocimiento y pensamiento innovador (Williamson, 2012). 
Al mismo tiempo, se han reforzado las coaliciones desarrollistas y en particular el 
modelo de crecimiento chino despierta creciente atención. 
 
La complejidad del escenario actual implica un gran desafío para superar los planteos 
dicotómicos “mercado versus Estado” y generar nuevos marcos analíticos que nos 
permitan comprender qué tipos de capacidades estatales son necesarias para un 
desarrollo sostenible en el siglo XXI   
 
Integrando nuevos enfoques 
 
Un elemento común de las nuevas ideas, teorías, prácticas, políticas y enfoques para el 
desarrollo es el énfasis en la necesidad de repensar el papel del Estado. Los nuevos 
enfoques han ido convergiendo en una idea común sobre el cambio del rol del Estado y 
las políticas públicas: los sistemas políticos deben desarrollar un Estado más flexible, en 
red, pragmático, experimental y nacionalista. Estas ideas se pueden encontrar en la 
nueva literatura de la economía del desarrollo, en las nuevas teorías heterodoxas de 
política industrial, en el nuevo enfoque del estado de desarrollo y en las teorías de la 
administración pública. Sin embargo, estas comunidades epistémicas realizan 
importantes aportes a la comprensión del fenómeno pero no dialogan fluidamente entre 
sí. 
 
En primer término, desde los nuevos enfoques de la economía emerge un nuevo 
paradigma de desarrollo alternativo centrado en el capital humano, que tiene por base 
filosófica el enfoque de las capacidades de Amartya Sen (1999). Por su parte, la 
discusión actual sobre crecimiento económico, así como los trabajos empíricos en ese 
terreno, subrayan el importante papel del capital humano como motor de la dinámica de 
crecimiento de las economías.  
 
En segundo lugar, diversos autores han subrayado la importancia de una distribución 
relativamente equitativa de los ingresos para el crecimiento económico (Alesina y 
Rodrik 1994, Bardhan y Ghatak 1999, Engerman y Sokoloff, 2002, Sokoloff y Zolt, 
2006). Su línea argumental sugiere que la inequidad, al concentrar los recursos políticos 
y económicos en manos de una minoría, limita la inversión en bienes públicos e 
infraestructura y afecta negativamente las posibilidades de cooperación. Engerman y 
Sokoloff (2002) trabajan con esta idea como herramienta para la interpretación 
histórica, argumentando que la consolidación de élites reducidas en América Latina a lo 
largo de los tres siglos posteriores a la conquista europea a través de un marco 
institucional concentrador (política de tierras, lógicas de participación política y 
cobertura educativa) constituye un factor clave para entender la trayectoria divergente 
con relación a América del Norte. El análisis de los sistemas impositivos en perspectiva 
histórica también enfatiza la relevancia de cierta equidad en la distribución de la renta 
para el desarrollo económico en el largo plazo. Sokoloff y Zolt (2006) afirman que la 
desigualdad inicial en términos de ingreso, tierra y participación política afecta el 
desarrollo de las instituciones impositivas, que hacen persistentes los escenarios de 
inequidad, constituyen un límite al gasto público e influyen en el crecimiento 
económico. Este mecanismo puede leerse como una expresión de la llamada “paradoja 
de Robin Hood” (Lindert, 2004: 15) que señala que las políticas redistributivas están 
más presentes cuando son menos necesarias. 
 
Por su parte, en un análisis sobre las políticas públicas en el Sudeste Asiático en la 
segunda posguerra, Alice Amsden subrayó la misma idea central: “The more the 
distribution of the incomes is equal (…) the faster will be the growth rate of industrial 
productivity” (Amsden, 1992: 78). Existe también un argumento de economía política 
relevante en esa relación: una distribución inequitativa genera una élite poderosa que 
puede dificultar la independencia de las políticas públicas y la capacidad del Estado 
(Amsden y Hikino, 1994). 
 
En tercer lugar, en la teoría del Estado post- desarrollista, de acuerdo con Evans y 
Heller (2013), el capital humano se ha convertido en un elemento fundamental para la 
competitividad y el bienestar. Por lo tanto, hay que fortalecer las capacidades del Estado 
en desarrollar el  capital humano de una sociedad y aumentar la oferta de bienes 
públicos, como la educación y la salud. Estos, a su vez, ponen de relieve la importancia 
de la política social y de bienestar para el desarrollo y la necesidad de un conjunto más 
amplio de nuevos vínculos entre Estado y sociedad para el éxito del desarrollo. La 
eficacia de las estructuras administrativas depende cada vez más de las nuevas formas 
de arraigo democrático. Por lo tanto, se plantea que hay ciertas formas democráticas de 
arraigo que tienen más probabilidades de fortalecer la intervención del Estado para 
mejorar las capacidades (Evans y Heller, 2013). 
 
Esta transformación del Estado está condicionada por nuevos factores históricos. Los 
ciudadanos demandan mejores y más personalizadas soluciones y servicios públicos, 
pero estas demandas no pueden ser satisfechas simplemente gastando más dinero 
público. En segundo lugar, hay un número creciente de problemas complejos en 
términos de reducción de la pobreza, seguridad pública, planificación urbana, medio 
ambiente, entre otros. La resolución de estos problemas públicos requiere la articulación 
de diferentes conocimientos y la participación de distintos actores. 
Los gobiernos están adoptando una colaboración más estrecha con los ciudadanos. De 
hecho, puede pensarse a la educación como un servicio co-producido por los estudiantes 
(y sus familias). La salud es coproducida por los pacientes, sus familias y sus 
comunidades (Ostrom, 1996) (Evans y Heller 2013). La política de innovación es co-
producido con el sector privado y la sociedad civil (Baiocchi, Heller y Silva 2011). El 
estado desarrollista del siglo XXI necesita la construcción de objetivos coherentes 
cambiantes y compartidos, cuya aplicación concreta debe ser el resultado del esfuerzo 
conjunto de los organismos públicos y las propias comunidades.  
 
De esto se deduce que la política pública debe ser lo suficientemente flexible para 
permitir una variedad de esfuerzos y marcos regulatorios. También debe ser lo 
suficientemente revisable para que los frutos del aprendizaje se puedan incorporar 
fácilmente. Por último, se requiere de formas abiertas y transparentes de gobierno, sin la 
cual las nuevas ideas no se filtran hacia arriba ni pueden ser ampliamente compartidas. 
En ese sentido las instituciones deliberativas son factores clave para el desarrollo.  En 
resumen, como apuntan Evans y Heller (2013:10), la transformación del Estado implica 
dirigir la atención analítica a las conexiones entre el aparato estatal y el conjunto de los 
actores de la sociedad civil, en lugar de privilegiar los vínculos con un grupo restringido 
de aliados de élite. 
 
En cuarto lugar, los estudios sobre administración pública plantean un cambio de 
perspectiva de la investigación institucional de la transformación del Estado y de las 
nuevas agendas y retos. Por un lado, critican a los modelos gerencialistas de gestión y al 
mismo tiempo plantean la importancia de considerar las diferentes trayectorias 
histórico- institucionales (Verhoest, Bouckaert, y Peters, 2007). 
 
Estos estudios trataron de entender la transformación de la organización del Estado y la 
nueva forma de diseñar e implementar políticas públicas. Desde el enfoque de 
gobernanza, se señala que los gobiernos para abordar la complejidad del siglo XXI están 
involucrando una pluralidad de actores en la prestación de servicios y políticas. Estos 
procesos de gobernanza experimental y sus mecanismos distintivos para la rendición de 
cuentas, la supervisión y la aplicación de su cumplimiento responden a las exigencias de 
un mundo en el que los objetivos y los métodos para alcanzarlos, no se pueden 
determinar a priori, sino que deben ser descubiertos en el curso de la resolución.  
 
La sociedad moderna requiere flexibilidad y soluciones fluidas en términos de los 
mecanismos y procesos de gobernanza, lo que implica crecientes esfuerzos de dirección. 
Se hace necesario, entonces, repensar la forma de estructurar los procesos de toma de 
decisiones. Esto se expresa en la relevancia que han adquirido los estudios empíricos 
sobre el meta-gobierno, “la gobernanza de la gobernanza” (O’Toole, 2007) o el 
"gobierno estratégico" (Peters, 2004).    
 
En quinto lugar, desde los aportes de la nueva economía política del desarrollo se 
revaloriza el papel del Estado y hace hincapié en su capacidad estratégica como 
elemento clave para alcanzar el desarrollo. En este sentido, tener ventajas comparativas 
no sólo depende de la dotación inicial de cada país, sino que también entran en juego 
factores a construir.  Es por ello que se requiere de una política estratégica, de 
experimentación y de la colaboración público-privada, con el fin, entre otros objetivos, 
de buscar nichos rentables de la economía mundial (Hausmann y Rodrik, 2006; Sabel, 
2005). 
 
En el siglo XXI se necesita un nuevo Estado y nuevos enfoques de políticas de 
desarrollo. Las políticas pueden ser muy variadas, pero lo relevante es que sean 
suficientemente flexibles como para permitir variedad de esfuerzos y de marcos 
regulatorios; lo suficientemente revisables para que los frutos del aprendizaje se puedan 
incorporar fácilmente y lo suficientemente cooperativas entre el sector público y 
privado para disponer de información y legitimidad en las decisiones adoptadas. 
(Hausmann, Rodrik y Sabel, 2007). 
 
En consecuencia, un análisis sobre el rol del Estado en los procesos de desarrollo 
debería centrarse en el proceso político y no solo preocuparse si el instrumento es el 
adecuado. Se necesita saber más cómo diseñar un marco que posibilite que los actores 
públicos y privados estén en contacto para resolver los problemas de la esfera 
productiva, cada lado aprendiendo sobre las oportunidades y restricciones enfrentadas 
por el otro (Rodrik, 2008). 
 
En consonancia con la relevancia del capital humano en los procesos de desarrollo, las 
nuevas concepciones del Estado de Bienestar plantean que  la prosperidad económica y 
la seguridad social no tiene por qué ser antagónicos o ideales mutuamente excluyentes.  
Diversos autores sugieren, que tanto los países nórdicos como los asiáticos, pudieron 
mantener el bienestar social al lograr un diseño de políticas sociales articuladas con un 
patrón de acumulación basado en una economía del conocimiento en un contexto 
globalizado. La inversión en educación superior, educación continua, capacitación 
laboral y otros programas para obtener la reincorporación de los desempleados al 
trabajo es más que recuperada a través de la reducción del gasto en  prestaciones por 
desempleo y costos sociales (Kuhnle, Stein y Hort, 2004, Holliday, 2000, Gough, 2001).  
 
Hacia un mayor diálogo  
 
Los nuevos aportes teóricos desde diferentes disciplinas tienen importantes 
implicaciones para el Estado. El desarrollismo clásico suponía que el Estado podría, 
más o menos por sí mismo, desarrollar el conocimiento necesario para lograr una 
inversión eficaz, creando los ministerios de planificación y los planes quinquenales, y 
con la idea de la necesidad de que las empresas estatales debían ser creadas en 
muchas áreas de la industria y las finanzas. Por el contrario, el neoliberalismo tomó la 
posición contraria, afirmando que los Estados siempre -o casi siempre- se equivocan. La 
solución consistía en prohibir a los Estados la toma de decisiones de inversión en la 
mayoría de los sectores de la economía por lo que el mercado podría encontrar el 
camino correcto por sí mismo.    
 
Actualmente se abandona la fe en el desarrollismo clásico del Estado y la planificación 
central como único mecanismo virtuoso. Varios autores reconocen que las señales del 
mercado son importantes y que los actores privados tienen la información necesaria para 
definir estrategias eficaces. Al mismo tiempo debe asumirse que sin los insumos y 
las directrices del Estado, los sectores privados no podrán obtener el cuadro 
completo necesario para hacer una buena inversión o ser capaces de sacar 
provecho de lo que saben. En tal caso, una política eficaz del desarrollo requiere de una 
estrecha coordinación entre los actores públicos y privados, de la experimentación y de 
la adaptación de la acción pública a las necesidades y los contextos específicos 
(Breznitz y Zehavi (2010), Sabel (2005), Hausmann, Rodrik y Sabel (2007), Rodrik 
(2004). 
 
Por ello se rechaza la idea de “una talla para todos”, y se subraya que no existe una 
política o un modelo que llevará al progreso económico en todos los países, en todo 
momento. Los nuevos enfoques subrayan la idea de que las políticas deben ser 
construidas a través de la experimentación y adaptadas a las necesidades de 
determinados sectores y regiones, variando dentro de cada nación (Hausmann y Rodrik, 
2006). Por su parte, ésta concepción señala la necesidad de formas abiertas y 
transparentes de gobierno. Esto plantea dudas sobre la viabilidad de los Estados más 
autoritarios y enfatiza la importancia a las formas democráticas de participación.  
 
Estos cambios en la teoría y la práctica plantean la necesidad de  repensar el rol del 
Estado y las políticas de desarrollo en América Latina.  Para ejemplificar estas 
transformaciones se torna relevante considerar la estrategia de desarrollo en países 
nórdicos y asiáticos, analizando una serie distintiva de políticas de esta nueva corriente 
del desarrollo y, al mismo tiempo, divergentes con las recomendaciones del “Consenso 
de Washington”.  En términos generales, se constata que los responsables políticos 
pudieron responder a los nuevos desafíos del contexto internacional por confiar en el rol 
"experimental" del Estado (Breznitz, 2007; Lundvall, 2002; O'Riain 2004; Ornston, 
2009; Rodrik  2008; Sabel y Zeitlin, 2010)   Por lo tanto, tenemos que refinar la teoría a 
través de un mayor dialogo entre comunidades epistémicas y hacer mucho más trabajo 
empírico para determinar el grado en que esta nueva orientación se está consolidando en 
todo el mundo. 
 
Aprendiendo del rol “experimental” del Estado en los países nórdicos  
 
Desde los años 90 las economías nórdicas han mejorado en forma consistente su 
competitividad y sus niveles de bienestar en relación no sólo a los países de Europa 
continental, sino también a los modelos del Reino Unido y Estados Unidos. El índice de 
competitividad global del Foro Económico Mundial (2013) los países nórdicos ocupan 
dos de las primeras cinco y cuatro de las primeras quince posiciones. Los países 
nórdicos son los más competitivos de Europa (Suecia (1), Finlandia (2), Dinamarca (3) 
y el Netherland (4º) y alcanzar una gran satisfacción en la felicidad y la percepción de 
calidad de vida (Dinamarca (1) Finlandia (2) Suecia (3º). 
 
Entre los países de la OCDE siguen siendo quienes presentan superávit en sus cuentas 
públicas y balanzas de pagos así como la más baja deuda pública (OCDE, 2013). Según 
un índice especializado, Noruega, Suecia, Finlandia y Dinamarca están 
consistentemente entre los diez países de menor riesgo para la inversión (Euromoney, 
2013).  Asimismo, estos países han alcanzado en la OCDE los mejores niveles de PBI 
con bajas tasas de desempleo, menos horas de trabajo por habitante y una significativa 
tasa de participación de la mujer en la fuerza de trabajo. Uno de los logros más 
importantes ha sido reducir la tasa de desempleo sin la introducción de una estructura 
dual del mercado de trabajo como en los EE.UU. Esto también se refleja en los 
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El interrogante que se plantea es cómo y por qué estos países han tenido avances 
significativos en su desarrollo económico y social en un contexto globalizado y qué se 
puede aprender de ello. Un ejemplo claro es Finlandia que pasó, en treinta años, de ser 
una de las economías menos intensivas en tecnología en la OCDE, basada en la 
producción de madera y metal, a ser un líder mundial en comunicaciones inalámbricas y 
producción intensiva de conocimientos (Koski, Heli and Pekka Ylä-Anttila, 2006). 
 
En este proceso es importante resaltar la capacidad estratégica y de coordinación de más 
alto nivel que ha desarrollado el gobierno finlandés.  La gran crisis de los años 90 
planteó enormes desafíos al país,  frente a la cual los responsables políticos 
consideraron que una economía pequeña y abierta necesitaba diseñar nuevas políticas de 
desarrollo para estimular al sector privado y diversificar la base productiva. La primera 
redefinición de la política industrial se encuentra en el año 1990 con la revisión que 
realiza el Consejo de Ciencia y Tecnológica
2
,  él cual introduce el concepto de un 
“Sistema Nacional de Innovación” (SNI) como piedra angular de la política de 
desarrollo. Este consenso tuvo como consecuencia la alta prioridad que el gobierno le 
otorgo a las inversiones en capital humano, en educación y en Investigación y 
Desarrollo (I + D).   
 
Un elemento clave en Finlandia ha sido la relevancia que ha adquirido la política de 
innovación en el sistema político, el Primer Ministro y el Parlamento desempeñan 
funciones claves. El Consejo formula y es responsable del desarrollo estratégico y la 
coordinación de las política de innovación y así como para del SIN en su conjunto. El 
Primer Ministro preside este Consejo y los representantes de los ministerios, de la 
industria, de la academia y la sociedad participan en el mismo. Por tanto, este Consejo 
con la máxima representación política y social, emergió como un importante 
instrumento para dar prioridad a la innovación, lograr una coordinación entre los actores 
relevantes del sistema de innovación
3
. Sin embargo, el desarrollo de la política de 
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emitir declaraciones de las orientaciones de los fondos públicos. Es presidido por el Primer Ministro y 
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 TEKES, organismo dentro del Ministerio de Comercio e Industria que orienta sus recursos a la 
investigación aplicada y desarrollo en universidades, instituciones de investigación y empresas,  SITRA, 
fundación bajo la supervisión del Parlamento que centra su financiación en capital de riesgo, puesta en 
marcha empresas de frontera y actividades de difusión. La Academia de Finlandia, responsable de 
innovación no implicó que Finlandia siguiese un "plan maestro", sino un gobierno que 
desempeñó un fuerte liderazgo, un énfasis en las políticas de largo plazo para mejorar 
las condiciones generales para las empresas, especialmente en el desarrollo del 
conocimiento  de sectores de alto valor agregado (Murto, Eero, Mika Niemelä, et al., 
2006: Andersen Dannemand, Mads Borup, Thorvald Finnbjörnsson, Eirný Vals y 
Thomas Malmér, 2007; Pelkonen, Teräväinen y Waltari, 2008).  
 
Al mismo tiempo, la capacidad prospectiva del Estado ha tenido un papel clave en dicho 
proceso. Estos trabajos fueron iniciados por el Ministerio de Comercio e Industria en 
cooperación con el TEKES (Agencia Finlandesa de Tecnología e Innovación) en 1996-
1997, generando un marco general para los estudios de prospectiva. Además, otras 
organizaciones del sector público, tales como la Academia de Finlandia  y el  Fondo 
Nacional Finlandés de Investigación y Desarrollo  (SITRA) son importantes actores del 
sistema de prospectiva. Con el tiempo, se ha convertido en una práctica habitual de 
todos los actores del SNI.  Asimismo, el Comité para el Futuro del Parlamento 
desempeña, a su vez, un importante papel en la sensibilización y el nivel de 
conocimiento de los miembros del Parlamento. Su tarea es tener un diálogo activo con 
el Gobierno acerca de los principales retos de futuro y formas de resolverlos, 
formulación de políticas para el futuro, donde la investigación es una parte importante, 
trabaja en temas como la internacionalización y el impacto del desarrollo tecnológico en 
la sociedad.  
 
Además, una serie de estudios de prospectiva se han llevado a cabo bajo los auspicios 
del Ministerio de Trabajo y el Ministerio de Educación, a menudo co-financiado por 
fondos estructurales de Europa. El Consejo Nacional Finlandés de Educación también 
administra una base de datos de previsión y basada en Internet de servicios de 
conocimientos de prospectiva (ENSTI) con el foco en la educación y las demandas a 
futuro de trabajo. Por su parte, una serie de estudios de prospectiva son realizados por 
actores regionales, universidades y centros privados
4
 (Andersen et. Al., 2007). 
                                                                                                                                               
financiar la investigación básica en las universidades e institutos de investigación y el VTT.  Un sistema 
universitario público amplio que comprende a nivel regional  20 universidades, de los cuales diez son 
multidisciplinarios, tres son las universidades de administración de empresas, tres universidades técnicas, 
y cuatro son las universidades de artes. Además, hay seis centros universitarios y un sistema de 28 
institutos politécnicos.   
4
Por ejemplo, el VTT, el Centro de Investigación Técnica de Finlandia, el Centro de Investigación de 
Futuros de Finlandia, los sistemas de Laboratorio de Análisis de la Universidad Tecnológica de Helsinki , 
 Al mismo tiempo, la nueva idea de desarrollo exige nuevas formas de diseño e 
implementación de políticas.  Los programas de innovación más recientes de Finlandia 
están más en línea de la resolución de los retos sociales claves y estimular la demanda y 
la innovación impulsada por los usuarios. En particular, comparten muchas 
características de las redes de gobernanza, caracterizadas por una articulación horizontal 
relativamente estable de actores operacionalmente autónomos que interactúan a través 
de las negociaciones que se llevan a cabo dentro de un marco regulatorio, normativo, y 
cognitivo, un marco que se auto - regula dentro de los límites establecidos por las 
agencias externas, y que contribuye a la producción de propósito público.  Las redes de 
gobernanza responden así a grandes tendencias, que están relacionadas a nuevas 
combinaciones de sector y respuestas de política (por ejemplo, el bienestar, la energía, 
la calidad del medio ambiente, el clima, y la construcción de entornos de vida). 
 
En correspondencia con la literatura reciente, la experimentación y los ajustes flexibles 
están presentes en el Estado finlandés (Leiponen, 2004; Maula, Markku y Gordon 
Murray, 2003).  Se destaca la relevancia de la capacidad estratégica y prospectiva, 
orientada a la construcción de una visión de futuro y mecanismos de consensos entre los 
actores claves de la sociedad (gobierno, sector productivo y academia), lo que ayuda a 
la coordinación de políticas. Por su parte, la creciente importancia del conocimiento 
como una ventaja competitiva de activos se expresa en la construcción de diagnósticos 
compartidos, la cooperación publico-privada, la coordinación entre agencias del sector 
público y la cooperación entre empresas-universidades. Estos espacios ayudan a 
responder a los cambios y al diseño de nuevas políticas. Todo ello refuerza un enfoque 
sistémico de formulación de políticas, basado en la idea de simultaneidad no secuencial 
de las distintas etapas del proceso de innovación. "La sociedad experimental" es la 
última nueva visión de Finlandia para la innovación y la columna vertebral de su 
modelo de desarrollo. Hasta 2009, la innovación se ve sobre todo como la I + D y la 
tecnología en la colaboración entre empresas e instituciones de investigación. En el 
nuevo modelo de innovación, la innovación es un medio para apoyar el crecimiento 
                                                                                                                                               
el Centro Lahti de Helsinki, Universidad Tecnológica de Lappeenranta y otras grupos de investigación  
universitaria en cooperación con consorcios internacionales.  
económico y  fomentar una reforma socio- económico sostenible, y mejorar el bienestar 
de los ciudadanos y el medio ambiente. 
 
 ¿Hacia un nuevo modelo de estado de bienestar? 
 
El debate sobre el futuro de los estados de bienestar ante los procesos de globalización y 
desregulación del capital es un tema central de discusión política y académica. Diversos 
autores  sugieren que los países nórdicos pudieron mantener el bienestar social al lograr 
un diseño de políticas sociales orientadas a compartir riesgos, al expandir la educación a 
la mayoría de la población, con nuevos formatos institucionales basados en la 
experimentación y la innovación en  forma dinámica y colaborativa. Esto explica las 
distintas denominaciones que diversos autores han atribuido a estos Estados derivadas 
del hecho que le asignan igual valor a los objetivos económicos y sociales: Estado de 
Bienestar schumpeteriano " (Bob , 2000 ), "el estado de bienestar desarrollista" ( Zeitlin 
y Trubek , 2003 ; Kuhnle , Stein y Hort , 2004 ) o "Estado activo" ( Boyer, 2006). Estas 
denominaciones refieren a Estados que le asignan un rol central al desarrollo del capital 
humano, con énfasis en las políticas de empleo y de educación continua. 
 
Es así que Dinamarca y Finlandia han transformado los planes sociales en instrumentos 
para la activación, centrado en la formación profesional que permiten a las personas a 
desarrollar nuevas habilidades en un mundo cambiante. Finlandia también en la última 
década, ha creado un sistema regional de centros de formación profesional como 
herramientas para la gradual transformación  económica que se han convertido en 
herramientas de políticas activas del mercado laboral en el futuro. Simultáneamente,  
Dinamarca con su reforma estructural administrativa, fusión de los municipios y el 
establecimiento de cinco regiones en lugar de los condados, ha creado foros regionales 
de crecimiento con la intención de fortalecer la  I + D y la colaboración entre 
universidades, instituciones de formación, y empresas de las comunidades.   
 
La educación continua se ha convertido en la columna vertebral de las sociedades 
modernas.   Sin embargo, el éxito de los países nórdicos no se basa solo en una mayor 
inversión del gasto público, sino en el aspecto cualitativo. La educación no sólo es 
considerada un privilegio, sino también como un derecho y un deber. Es el fundamento 
de la  vida  de la gente. Los resultados positivos del principio de igualdad de derechos y 
acceso a la educación son  reflejados directamente en el know-how y la productividad de 
la mano de obra. Este asegura un alto grado de competitividad en tiempos de cambio y 
la capacidad de adaptarse a nuevas condiciones y circunstancias.  Es, además, una 





Con otras palabras, promover el pleno empleo y valorizar la inversión en capital 
humano son políticas sociales que no afectaban  únicamente la redistribución de la 
riqueza sino que desempeñan un importante papel productivo. Es así que cobran 
relevancia en estos países las políticas activas de empleo y la formación profesional 
continúa, orientadas a desarrollar habilidades básicas que permitan a las personas 
insertarse en un mercado laboral en permanente transformación. Los servicios públicos, 
el acceso a la educación y la capacidad de dominar la nueva economía parecen generar 
un círculo virtuoso.  
 
Esto sugiere que no hay evidencia que la competencia global socava los Estados de 
bienestar.  Estas experiencias, por tanto, pueden inspirar a otros países a cambiar sus 
mercados de trabajo y sus fundamentos, y, si se adaptan a los contextos locales, hacer 
una diferencia en la competitividad, el empleo y el crecimiento en un país. En este 
nuevo contexto, las nuevas concepciones del Estado de Bienestar plantean que  la 
prosperidad económica y la seguridad social no tiene por qué ser antagónicos o ideales 
mutuamente excluyentes.  Diversos autores sugieren, que tanto los países nórdicos 
pudieron mantener el bienestar social al lograr un diseño de políticas sociales 
articuladas con un patrón de acumulación basado en una economía del conocimiento en 
un contexto globalizado.  La inversión en capital humano a través de la educación 
superior, educación continua, capacitación laboral y otros programas para obtener la 
reincorporación de los desempleados al trabajo es más que recuperado que a través de la 
reducción del gasto en  prestaciones por desempleo y costos sociales.  
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En función de esta experiencia, la política de bienestar está estrechamente integrada con 
las estrategias para promover el cambio estructural hacia sectores de alta productividad 
(Kuhnle y Hort, 2004). El Estado de bienestar universalista brinda seguro social a los 
trabajadores contra los riesgos derivados de los cambios estructurales, lo que reduce su 
resistencia a los cambios. Sin embargo, las políticas de bienestar están articuladas a 
políticas de reciclaje y ayuda a la búsqueda de empleo (política activa de empleo), no 
sólo para mantener su nivel de vida durante el período de ajuste, sino también que les 
permitan encontrar nuevos puestos de trabajo más productivos.  
 




El Este asiático fue una de las regiones más dinámica de la economía mundial en el 
siglo XX y comienzos del siglo XXI. Los rápidos logros económicos y sociales se 
expresan en las altas tasas de crecimiento. En la década del 50, el ingreso per cápita de 
estos países alcanzaba tan solo la cifra de 500 dólares, en los años 90 se elevó a 3.500 
dólares Maddison, Angus (2001). Por su parte, los niveles de desigualdad son menores 
que en América Latina, con índices de Gini menor a 35 (Corea del Sur con un 31 y 




En términos generales, el éxito de estos países se vincula a la capacidad estratégica de 
los Estados, su fuerte vinculación con el sector empresarial, así como la matriz de 
políticas macroeconómicas, comerciales, industriales y educativas implementadas por 
los gobiernos. Chang (2010) argumenta asimismo que el éxito estuvo también asociado 
al desarrollo de políticas realistas (selección de sectores prioritarios en función de 
diferentes factores como las condiciones del mercado internacional y el Estados de las 
capacidades tecnológicas locales) y flexibles (los decisores de políticas fueron capaces 
de reconocer errores y re-direccionar las políticas). 
 
Taiwán, es un ejemplo de estos países, que logró transformar su estructura productiva  
desarrollando una industria de alta tecnología en el área de la informática, al mismo 
tiempo que logró mejorar la inclusión social. En este proceso fue central el papel 
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desempeñando por el Departamento de Desarrollo Industrial (DDI), en el Ministerio de 
Asuntos Económicos, responsable de la política industrial. Dichas políticas industriales, 
insertas en un plan estratégico de desarrollo, se centraron en subsidiar iniciativas 
privadas innovadoras, regular las licencias tecnológicas y controlar las inversiones 
extranjeras directas. El éxito se explica no sólo por disponer de una burocracia 
capacitada y un conjunto de instrumentos claves sino también por elegir una práctica de 
gobernar el mercado caracterizada por fuertes redes de articulación público-privadas 
(Weiss y Thurbon,  2004). 
 
La esencia del proceso político del desarrollo nacional fue un intenso diálogo entre los 
componentes organizativos del Estado desarrollista, el gobierno y tres actores centrales: 
las asociaciones industriales por sectores, los laboratorios de investigación y el Instituto 
de Investigación de Tecnología Industrial (Industrial Technology Research 
Institute (ITRI). En particular, gran parte de la lluvia de ideas se da entre los 
laboratorios, el ITRI y las asociaciones industriales lo cual ayuda a construir las redes 
entre las firmas con una colaboración responsable entre los miembros (Wade, 2005) 
 
El rol experimental del gobierno se expresa en la flexibilidad del Estado para adaptarse 
a los cambios del entorno. Esta flexibilidad del gobierno se manifiesta también en la 
nueva estrategia, creando nuevos organismos e instituciones, para desarrollar el sector 
de biotecnología. Con tal fin se crearon parques científicos e importantes instituciones 
de investigación que contribuyen a la generación de clusters industriales (Dodgson, 
2008). 
 
Las características distintivas de esta estrategia de política difieren de las anteriores, 
dado que el impulso proviene del gobierno, con una importante inversión en parques 
científicos y la utilización de una variedad de fondos de capital riesgo nacionales. 
También se ha dado un cambio sustancial en las rutinas y  objetivos de la colaboración 
en la investigación. Se pasa de un proceso de innovación basado en la importación de 
tecnología del extranjero a la creación de su propia capacidad nacional de 
innovación. Asimismo, la preocupación por la propiedad intelectual, la regulación de la 
fabricación, la comercialización y la distribución se convierten en aspectos centrales 
(Dodgson, 2008).  
 
Amsden (2013) afirma que el rasgo más sobresaliente del Estado Desarrollista es el  
nacionalismo, es anti-imperialista. Ello es expresado en una política industrial orientada 
a la creación de industrias nacionales competitivas. La intervención gubernamental 
procura asegurar el mercado doméstico para la producción nacional sustitutiva de 
importaciones (que gradualmente se vuelven exportaciones), a partir de firmas de 
propiedad nacional (pública y/o privada). Asimismo, la política pública se esfuerza por 
favorecer un entorno propicio para la acumulación de habilidades y técnicas. En cambio 
la política industrial se orientó hacia asegurar el mercado interno, es decir, los gobiernos 
intervinieron en la economía para crear industrias nacionales ( sustitución de 
importaciones orientadas a las s exportaciones ), las empresas de propiedad nacional , 
pública y privada (sustitutos extranjeros), y un sostenimiento entorno que favorece la 
acumulación de capacidades nacionales de producción , la capacidad de gestión y 
conocimientos tecnológicos.  
 
Un caso expresivo de la flexibilidad y nacionalismo de los Estados para responder a las 
demandas del nuevo contexto internacional es el de Corea y la liberalización de las 
telecomunicaciones. En este país una única empresa del gobierno suministraba los 
servicios de telecomunicaciones. En la década de los noventa los avances tecnológicos 
en telecomunicaciones móviles digitales y la presión de Estados Unidos a través de la 
Organización Mundial del Comercio (OMC) obligaron a este país a privatizar y liberar 
el sector. Sin embargo, la liberalización fue gradual y conducida por el Estado en 
relación con los objetivos de desarrollo nacional (Wade 2005) 
 
El gobierno advirtió que las telecomunicaciones serían un sector líder a escala mundial 
en las siguientes décadas y que Corea tenía que mantener una fuerte presencia de las 
empresas coreanas. Primero, comenzó el proceso creando otra empresa pública para 
competir con la primera; privatizándolas luego; después invitó a unas pocas empresas 
coreanas a que solicitaran las licencias; luego invitó a algunas empresas extranjeras de 
telecomunicaciones a entrar como socios minoritarios en las empresas coreanas (para 
así obtener la tecnología); y solamente entonces permitió que algunas empresas 
totalmente extranjeras compitieran, bajo condiciones que restringían sus posibles 
proveedores de equipos y sus estándares en tecnología, pautados en ambos casos por el 
gobierno (Wade 2005) 
 
Al mismo tiempo, se desarrolló una asociación pública-privada para desarrollar la 
tecnología de transmisión digital para el Código de División de Acceso Múltiple, 
considerando que las empresas de telecomunicaciones extranjeras no venderían la 
tecnología de avanzada a los coreanos. El Ministerio de Industria y Comercio formó una 
red con el gobierno con el patrocinio del Instituto de Investigación en 
Telecomunicaciones y Electrónica, relacionado con la antigua compañía de 
telecomunicaciones pública y un número de fábricas privadas coreanas. Gran parte de 
los fondos para esta red vienen de la venta de acciones de las empresas públicas 
privatizadas. Lo recaudado también se usó para subsidiar la respuesta a la demanda de 
los servicios de telecomunicaciones, incluyendo el acceso a internet, lo que hace un 
círculo virtuoso entre el suministro y la demanda. Los resultados fueron muy buenos 
convirtiéndose Corea en un importante jugador en el área y con la penetración de banda 
ancha más alta en el mundo (Wade, 2005). 
 
Este ejemplo ilustra que el rápido desarrollo alcanzado por los países asiáticos se debió 
en gran parte al papel estratégico del Estado, un Estado enraizado y flexible y 
nacionalista adaptándose a las transformaciones del contexto internacional, donde las 
redes de articulación público-privado jugaron un papel importante en estas adaptaciones 
y al mismo tiempo se convierten en un elemento de legitimación política, generando 
consenso social.  
 
 ¿Hacia un nuevo modelo de estado de bienestar? 
 
El desarrollo de los países asiáticos nos sólo está asociada a la política económica sino 
también al papel de la política social. Los autores Hort y Kuhnle (2004) muestran que 
los países asiáticos pusieron en marcha programas de seguridad y de bienestar social 
como instrumentos de política para el desarrollo económico. El rasgo más distintivo de 
las políticas es que desalientan la dependencia del Estado, promueven fuentes privadas 
de bienestar y canalizan recursos de la seguridad social hacia las inversiones en 
infraestructura.  
 
En ese sentido, es posible que la fascinación con los aspectos técnicos de los procesos 
industrializadores del Sudeste Asiático haya dejado en un segundo plano de análisis la 
expansión de capacidades humanas, que fue sin embargo de crítica importancia. Los 
países de esa región priorizaron la inversión en capital humano (Evans 2007) y se ha 
argumentado que los éxitos en materia de crecimiento económico están íntimamente 
relacionados con la movilidad social favorecida por la reforma agraria (Kwon 2009, 
2005). Además, aunque los gobiernos apuntaron a un espectro reducido de programas 
sociales, lograron reducir efectivamente los niveles de pobreza y aumentar la protección 
social. Así, al pensar estas experiencias, nuestra perspectiva analítica enfatiza el rol 
central de las políticas sociales en la estrategia general de desarrollo económico.  
 
Estos países le han concedido prioridad  a la educación y a las políticas de empleo,  que 
han sido elementos claves en el programa de reforma de estados de bienestar más 
antiguos de Europa occidental.  La experiencia de Corea es particularmente interesante 
en este contexto. Es unos de los países de reciente industrialización que mas crecido 
rápidamente en los últimos 20 años para convertirse en undécima economía más grande 
del mundo, cuando  su gasto social ha crecido, cuando en 1965 era tan sólo el 1%. 
Ahora cuenta con un sistema más o menos completa de seguro de salud, un sistema 
nacional de pensiones y un sistema de seguro de desempleo. Si bien, en consonancia 
con los tiempos, con un énfasis que es mucho más en las medidas activas del mercado 
de trabajo que la compensación para aquellos sin empleo.  Por ello Hort y Kuhnle 
(2000) sostienen que los estados de bienestar de Asia Oriental están siguiendo la ruta de 
la modernidad seguido por sus predecesores desarrollados de Europa.  
 
Estos Estados han sido tipificados como “Estados productivos de bienestar” (Holliday, 
2000);“Estados desarrollistas de bienestar” (Gough, 2001; Kwon, 2005; Kwon, 2005) 
distingue entre el tipo de “Estados de bienestar desarrollista inclusivo”, propio de Corea 
y Taiwán, y el “bienestar desarrollista selectivo” de Singapur y Hong Kong. El primero 
es más inclusivo socialmente, protege a la mayoría de la población y se apoya en 
programas predominantemente universales. El segundo restringe la protección social a 
los trabajadores del mercado formal del trabajo y focaliza las acciones asistenciales tan 
sólo en los segmentos más pobres de la población.  
 
Por su parte, las políticas han cambiado en función de las transformaciones productivas. 
Así el tránsito producido por el pasaje de una política económica de crecimiento 
extensivo, basado en mano de obra barata, a la competitividad económica basada en la 
alta productividad, provocó nuevas definiciones de políticas sociales. El énfasis es 
puesto más sobre la protección de la capacidad de trabajo que en la seguridad laboral de 
los trabajadores, como ocurre también en los países nórdicos. Especialmente en Corea y 
Taiwán se creó el espacio suficiente para acomodar las demandas políticas de mayores 
derechos sociales a partir de un diálogo nacional. 
 
En estos dos conjuntos de trayectorias percibimos la existencia de un Estado fuerte, 
interventor, estratégico, flexible y nacionalista que conduce un proyecto nacional en 
determinado contexto mundial histórico. Incluso luego de un dominio de la coalición 
neoliberal a nivel mundial que también impacto en Asia,  el período posterior a la crisis  
una sucesión de reformas se introdujeron en reforzar el papel del Estado, principalmente 
en la supervisión financiera con cambios en las estructuras reguladoras bancarias 
estatales y prácticas se pusieron en marcha en Japón, Corea del Sur y Malasia (Hamilton 
-Hart 2008, Stubbs 2011).   
 
Los desafíos pendientes para  América Latina 
 
América Latina ha tenido una estrategia divergente. Si bien la región ha crecido a una 
tasa media del 3,4% anual en los últimos 20 años, desde una perspectiva de largo plazo, 
el crecimiento ha quedado rezagado con respecto a las economías emergentes y, por 
supuesto, de las desarrolladas. El ingreso anual promedio en 1960 en la región era una 
cuarta parte del de Estados Unidos, mientras que en la actualidad es un sexto. En 
comparación, varios países del sudeste asiático que comenzaron más atrás en la misma 
época se encuentran cerca de ser calificados como países de altos ingresos. 
La región continúa con su especialización en productos primarios y manufacturas de 
bajo contenido tecnológico. En los años 70, el 50% de PBI era explicado por los 
recursos naturales, treinta años después tales recursos componen el 51% del PBI. Los 
sectores intensivos en conocimientos aumentaron en dicho período tan solo del 21% al 
28%, mientras que en el  Sudeste Asiático representan el 60% del PBI. El gasto en I+D, 
si bien llegó al 0,62% del PBI en 2008,  está lejos del rango de 1,5% a 3% usual en las 




Gráfica 1: Gasto en I+D como porcentaje del PIB (Mundo, América Latina y el 
Caribe, Corea del Sur, Suecia, Finlandia y Estados Unidos, 2003-2010). 
 
Fuente: Banco Mundial DataBank 
 
Tampoco logra la región revertir los altos niveles de desigualdad. El 20% más rico tiene 
un ingreso promedio 14 veces mayor que el ingreso promedio del 20% más 
pobre, mientras que en países como Japón, Finlandia o Bélgica el 20% de la población 
perteneciente al quintil más alto tiene un ingreso promedio de entre cuatro y cinco veces 
el promedio del quintil más pobre.  Por su parte, el índice de Gini en la región está por 
encima de 50, siendo por ejemplo 55,9 para Brasil y 40,2 para Uruguay, uno de los más 
bajos. En contraste, dicho índice es de 25 para Suecia y 26,9 para Finlandia, mientras el 
promedio simple latinoamericano supera los cincuenta puntos (ver Gráfica 2). 
Gráfica 2: Índice de Gini de ingresos para países seleccionados y América Latina 
(2010-2012, último dato disponible). 
 
Fuente: PNUD (2013). Para América Latina: CEPALSTAT (2013). Para Corea: CIA 
World Factbook (2013). 
 
Por otra parte, en el terreno de la política pública asistimos a una “transformación 
silenciosa” del Estado centrada en la década del ‘90,  la cual creó un nuevo tipo de 
capacidades, orientadas a la “comoditización” de la economía, a favorecer el flujo de 
capitales externos, así como a la implementación de políticas sociales focalizadas para 
bajar los altos niveles de pobreza. Estas reformas inspiradas en el modelo neoliberal 
fortalecieron las capacidades institucionales para que los mercados funcionen, al mismo 
tiempo que debilitaron las capacidades estratégicas de los Estados para lograr un 
desarrollo integrado, que apuesta a la nueva economía del conocimiento con integración 
social. 
 
Del análisis y el debate de las experiencias asiáticas y nórdicas se plantea como 
interrogante qué lecciones podemos aprender para América Latina. En los países de 
reciente industrialización, el Estado ha desempeñado un papel relevante, fortaleciendo 
las capacidades estratégicas, la capacidad de experimentación y los espacios de 
colaboración público-privado en los procesos de innovación. En el caso de los países 
asiáticos se  plantea que las capacidades tecnológicas, es decir, la habilidad para crear y 
usar el conocimiento comercialmente,  no reside solo en las firmas,  sino también en 
cómo se organizan las redes público-privados y las formas en que están reguladas las 
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mismas para explotar el conocimiento, las capacidades de financiamiento, así como los 
factores estructurales y el entorno socio-político institucional  (Kim, 1997).   
Por su parte, debe destacarse la forma sistémica de definir una estrategia de desarrollo 
que se expresa, por ejemplo, en el diseño de políticas sociales articuladas al nuevo 
modelo de crecimiento basado en el conocimiento. Las políticas sociales están centradas 
en la educación y en la formación técnico- profesional con el fin de preparar a los 
ciudadanos para los nuevos requerimientos del mercado laboral. Estas acciones del 
Estado, a su vez, dependen de los procesos políticos detrás de su accionar. El desarrollo 
económico debe ser visto como parte del proyecto de construcción nacional. 
(Gerschenkron, 1968).   
 
No hay un único modelo, ni una sola trayectoria, sino que hay varias. Sin embargo sí 
pueden identificarse ciertos aprendizajes sobre el proceso político. La política importa. 
Las sociedades a través del  proceso de elaboración y selección de modos alternativos 
de acción, pueden seguir  caminos diferentes y lograr al mismo tiempo el éxito 
industrial y la integración social.  
 
En consonancia con ello, diferentes estudios recientes muestran la fuerte correlación 
entre capacidades tecnológicas, regulación empresarial y factores socio- culturales en el 
desarrollo. En este sentido, cobra gran relevancia considerar otros factores en la 
capacidad de innovar una sociedad, es decir, el sistema de educación, la gobernanza o 
regulación empresarial (regulación de la propiedad intelectual, mercado de trabajo).  Así 
como los altos niveles de corrupción y la exclusión social que se convierten en 
limitantes importantes de dicho proceso. 
 
En consecuencia, es preciso pensar integralmente el desarrollo y la correlación entre 
factores económicos, tecnológicos y socio-políticos. Se necesita una mirada más 
sistémica del desarrollo y desarrollar políticas públicas en consecuencia,  Un proceso de 
transformación productiva no se debe concentrar solo en políticas de innovación 
específicas orientadas a las empresas, sino también deben estar integradas con políticas 
relacionadas con las condiciones sistémicas, educación  empleo, etc. y 
fundamentalmente con las relaciones de poder, entre capital y estado y las 
desigualdades que tienen impacto en los procesos democráticas de decisión.  
 
Como señala Chang (2003) el accionar público es necesario, pero además debe ser 
eficiente y depende en buena medida de su posibilidad de alterar relaciones de poder. 
Las características y el comportamiento de las élites económica son centrales en ese 
sentido. Por ejemplo, Amsden (2001) señala que al momento del despegue coreano 
(principios de la década de 1960), la distribución del ingreso era mucho más igualitaria 
que en América latina. En consecuencia, las elites eran significativamente más débiles y 
pudieron ser disciplinadas desde un Estado que les otorgó subsidios a la producción 
industrial y protección de mercado a cambio de metas de desempeño. En otros términos, 
el Estado logró redistribuir recursos y que las transferencias de ingresos a la élite 
derivaran en que ésta se volviera innovadora y eficiente, bajo la amenaza de que, si no 
lo hacía, se la castigaría. En América Latina, en cambio, las protecciones sin 
contraprestación e interrumpidas agresivamente por políticas liberales implicaron 
empresas demasiado orientadas a la búsqueda de ganancias fáciles y no basadas en el 
esfuerzo y la innovación. Así, el poder del Estado en relación a las élites y su capacidad 
de construir coaliciones en torno a una estrategia de desarrollo nacional se revela clave. 
Una dimensión importante en esa tarea es la micropolítica pública, tendiente a articular 
actores económicos y sociales relevantes para la agenda de transformaciones (Boschi y 
Gaitán, 2013). 
 
En este sentido, es fundamental el reciente estudio de Almeida y Schneider (2012) sobre 
la relación del Estado y las élites en Brasil. Tanto en el discurso público como en la 
práctica política se enfatiza la  innovación como un eje fundamental en las políticas 
industriales de los últimos. De hecho, Brasil ha desarrollado una serie de instrumentos 
así como muy fuerte apoyo desde el Banco Nacional do Desenvolvimento (BNDES). 
Sin embargo, estas políticas no han permitido cambiar la estructura productiva y la 
inserción internacional, manteniendo la especialización exportadora en bienes de baja 
tecnología. Por su parte, estas políticas tampoco han impedido la fuerte concentración e 
internacionalización de las empresas. Estos autores asimismo resaltan que a pesar de 
muchos cambios en la política, y un radical cambió entorno económico y político, existe 
una continuidad significativa en las relaciones informales y poco transparente entre las 
empresas y el gobierno. Por lo tanto, no está claro en la política industrial actual si los 
políticos pueden recurrir a mecanismos para exigir reciprocidad y disciplina al capital, 
de manera que promueva una política industrial exitosa como en los países del  sudeste 
asiático. En consecuencia, la relación entre gobierno y élites condiciona fuertemente a la 
política industrial que tiende a apoyar a las grandes empresas existentes y experimenta 
dificultades para controlar las dinámicas de extranjerización (Almeida y Schneider, 
2012).  
 
En consecuencia, la relación de poder entre los Estados y las élites es un escollo 
importante para emprender un proceso de desarrollo en América Latina. Las 
corporaciones en la región cuentan con un poder de veto mucho mayor que en Asia. 
Muchas no son controladas por residentes locales y responden a estrategias globales que 
pueden no coincidir con los propósitos y necesidades nacionales de desarrollo.  
 
El desafío, entonces, no se reduce a fortalecer las capacidades prospectivas y 
estratégicas de los Estados, sino a la tarea aún más compleja de lograr un consenso 
nacional con amplia base social que incluya tanto a sectores populares como a 
empresariales y logre contrapesar los intereses centrífugos de las élites. La 
liberalización económica global, la mayor independencia de los grupos de poder 
económico y la degradación de las instituciones públicas sufrida en las últimas dos 
décadas y media del siglo pasado, así como la desigualdad en la distribución de la 
riqueza, son condicionantes importantes para encarar ese desafío. 
 
Estos aprendizajes deberían ser un punto de partida para iniciar un debate en América 
Latina sobre el rol del Estado en las estrategias de desarrollo, y debatir sobre las fuertes 
tensiones no resueltas entre crecimiento, equidad y gobernabilidad, que son los tres 
componentes de la ecuación capitalismo (en tanto modo de producción), social (en tanto 
modo de redistribución equitativa del excedente) y democrático (en tanto modo de 
gobernabilidad) (Oszlak y Gantman, 2007). América Latina debería generar un nuevo 
pacto social para lograr un crecimiento económico con equidad en democracia. Un 
primer paso es construir un consenso básico sobre una estrategia de desarrollo a seguir, 
compartida al menos por una coalición de actores políticos y sociales. La evidencia 
empírica muestra que un crecimiento basado en una economía en recursos naturales 
genera déficits en términos de integración social y de sostenibilidad. Por el contrario, la 
experiencia internacional sugiere que los países que han basado su modelo de 
crecimiento en la innovación han logrado construir sociedades más igualitarias. 
Reflexiones finales 
 
Las experiencias de los países nórdicos y asiáticos pueden ser utilizadas para inspirar el 
proceso de reforma del Estado en América Latina y pensar de una forma más integral el 
desarrollo y las políticas públicas. Para un mayor entendimiento del papel del Estado en 
la sociedad del conocimiento hay que partir de una comprensión más sistémica del 
desarrollo, un papel más activo y estratégico del Estado,  entendiendo la importancia de 
la desigualdad como límite al desarrollo para América Latina y la centralidad del 
proceso político. En este sentido, no solo cobra relevancia aprender de las nuevas 
políticas en innovación y las nuevas políticas sociales de los países de reciente 
industrialización, sino también de la importancia del proceso de toma de decisiones 
basado en la negociación y el diálogo (Grindle, 2009).  
 
Con este foco más amplio se pueden identificar los vínculos entre políticas públicas, 
instituciones del Estado, estrategias macroeconómicas y sociales y su contribución en el 
fortalecimiento de un desarrollo equitativo y sostenible. Es posible realizar una lectura 
desde América Latina que apoya la idea de que algunos Estados están experimentando 
con nuevos enfoques del desarrollo.  
 
En otras palabras, para una mayor comprensión del papel de Estado en la sociedad del 
conocimiento hay que partir de una comprensión más sistémica del desarrollo, que 
exige un estado flexible,  nacionalista e inclusivo, estratégico y prospectivo. También 
debe hacerse cada vez mayores esfuerzos para comprender la importancia de la 
desigualdad como un límite para el desarrollo de América Latina, así como la 
centralidad del proceso socio- político. 
 
Por lo tanto, el reto no sólo se limita a reforzar las capacidades estratégicas del Estado, 
sino a una más compleja tarea de lograr un consenso nacional con una amplia base 
social, a fin de evitar los intereses centrífugas de las élites .Estas ideas deben ser un 
punto de partida para un debate en América Latina sobre el papel del Estado en las 
estrategias de desarrollo. Debemos discutir las tensiones no resueltas entre el 
crecimiento, la equidad y la gobernanza a fin de lograr un consenso básico en la 
estrategia de desarrollo a seguir. 
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